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RO!) ce
UN PRIMER acercamiento a la política fiscal
bajo el enfoque teórico-metodológico de la
política pública. exige el análisis de los proce­
sos institucionalizados, 1 donde se aprecian sus
principales interrelaciones subsistémicas y los
objetivos legítimos de los actores involucra­
dos, diferenciados por su participación for­
mal en el proceso: burocracias federales y
locales de acuerdo a su competencia guber­
namental (funcionarios en la tarea de plani­
ficación económica, funcionarios administra­
dores del Sistema Nacional de Coordinación
Fiscal, funcionarios relacionados con la dis­
tribución y operación del gasto público y
contribuyentes en los diferentes niveles de
gobierno).

La presentación de un esquema más
amplio para el análisis implica la incorpo­
ración de variables múltiples en una investi­
gación ampliada que incorpore a los actores
en sus conexiones interrelacionales informa­
les, es decir, consideraciones sobre la compe­
tencia por la asignación de recursos, estímu­
los fiscales o mayores cuotas presupuestales

o de redistribución de participaciones fede­
rales, permitirían observar la dinámica de la
política bajo condiciones no tan legítimas,
impuestas por los grupos dentro y fuera de la
organización gubernamental.

Una de las funciones del gobierno es lo­
grar una estabilidad en la economía, es decir,
tasas de empleo altas, estabilidad de precios
y tasa de crecimiento económico socialmen­
te deseada. El nivel de precios y empleo de
una economía depende del nivel de la
demanda agregada, relativa al producto po­
tencial o a su capacidad valuada a los precios
actuales. Al no existir un mecanismo auto­
mático que asegure los niveles deseados de
precios y empleo se requieren mecanismos
que impacten a la demanda agregada.

Este mecanismo debe ser facultad exclu­
siva de un gobierno central. La política fiscal
debe estar estrechamente coordinada con la
política monetaria. Esta coordinación sólo es
factible si ambas descansan en un nivel cen­
tral de gobierno. De no existir un mecanis­
mo central que controle la cantidad de dinero
en la economía habría un fuerte incentivo
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para que las jurisdicciones subcentrales
ampliaran su ofena monetaria a fin de adquirir
bienes en otras jurisdicciones. En este caso
el gasto del gobierno local se financiaría con
la emisión monetaria y no con la tributación
a los residentes. La po1itica fiscal en el ámbi­
to local resultaría ineficaz considerando
que las jurisdicciones, por su reducido tama­
ño, representarían economías en extremo
abiertas.

El gobierno central resulta más eficiente
también para distribuir el ingreso nacional,
definir políticas fiscales redistributivas. Para
corregir fallas que surgen en la operación de
los mercados, bienes públicos y externalida­
des, principalmente, se plantea la competen­
cia de los diferentes niveles de gobierno, se­
gún sea el bien público de que se trate.

En 1972 el teorema de descentraliza­
cjón de Otates se convirtió en una pieza básica
dentro del conjunto de los modelos encami­
nados a determinar el nivel de gobierno y la
forma óptimos para proveer de servicios
públicos. El teorema se basa en que la pro­
visión centralizada de bienes y servicios pú­
blicos es insensible a las diferencias in ter­
jurisdiccionales en las preferencias de los
individuos. Partiendo de esta idea Otates se­
ñala que en ausencia de economías de escala
y externalidades interjurisdiccionales, y de­
terminados bajo el criterio de Pareto los nive­
les óptimos de provisión de un solo bien
público, siempre será más eficiente (o por" lo
menos igual de eficiente) la provisión de
dicha cantidad de bien público por cada uno
de los niveles inferiores de gobierno que la
provisión que pudiera hacer el nivel central
de gobierno de cualquier cantidad de dicho
bien, repartido en forma uniforme en todas
las jurisdicciones.

Según varios estudios y comparaciones
internacionales, la descentralización fiscal del
gobierno genera economías de escala pues
los recursos públicos se invierten y gastan en
forma más eficiente: además existe mayor
proximidad entre las autoridades regulado­
ras de la actividad económica y los agentes
productivos, lo que reduce los costos de tran­
sacción en la economía (menor tiempo de
respuesta por parte de las autoridades, me­
jores condiciones para la desregulación eco­
nómica, mayor información para el gobierno
sobre las demandas de los agentes económi­
cos). Asimismo se permite un mejor control
y supervisión ciudadanos a la gestión guber­
namental.

El modelo teórico de transferencias
intergubernamentales sobre la composición
del gasto de la jurisdicción receptora de la
transferencia y sobre la recaudación tributa­
ria que se realiza en la localidad, asume que
los gobiernos receptores de transferencias se
componan como individuos y en este senti­
do presentan funciones de utilidad que cum­
plen con las condiciones tradicionales. Teóri­
camente las transferencias complementables
(participan los gobiernos central y subcen­
tral) resultan más eficientes que las transfe­
rencias en bloque (no etiquetadas) para es­
timular el gasto de la jurisdicción en un
determinado bien o servicio público o con­
junto de ellos. Asimismo las transferencias
en bloque pueden desestimular la recauda­
ción de impuestos locales en la jurisdicción.

Norberto Bobbio alude al significado de fede­
ralismo en la Historia de las ideas políticas:
nos dice que se usa para designar dos nocio-
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nes diversas: la teoría del Estado federal y
una articulación estatal en un panorama más
global de la sociedad, es decir, el Estado fede­
ral es la evolución de las instituciones políti­
cas. Va más allá del Estado-nación pues ya
no se divide al género humano en estados
separados de estirpes diversas. con intereses
inconciliables. Une a los individuos, a pesar
de las diferencias culturales que pudieran
tener, en una comunidad pluricultural. Hacia
allá tiende la integración de las naciones.

El federalismo es la teoría del gobierno
democrático supranacional, instrumento polí­
tico que permite establecer relaciones pacifi­
cas entre las naciones y garantizar al mismo
tiempo la autonomía mediante su subordi­
nación a un poder superior aunque limitado.

El federalismo es un tema estrechamen­
te relacionado con la teoría del Estado. El
federalismo es una forma de Estado que se
caracteriza fundamentalmente por la exis­
tencia simultánea de dos órdenes de gobier­
no, uno de carácter nacional y otro de alcan­
ce local. La federación se conforma de la
asociación voluntaria de los estados, que
ceden una parte de su soberanía (o auto­
nomía) a un gobierno federal pero conser­
van para sí numerosas atribuciones y com­
petencias.

Al conformarse la federación los estados
deben mantener plena autonomía en lo que
atañe a su régimen interior pero, asimismo,
aceptan que las decisiones sobre otras m~te­

rias (relaciones exteriores, defensa, política
macroeconómica) sólo pueden llevarse a
cabo de manera efectiva cuando se aplican
a escala nacional. El sistema federal atribuye
diferentes competencias o funciones entre el
gobierno federal y los estados.

En la lógica de que las decisiones se
deben tomar en el ámbito más cercano a la

población, podemos anotar algunas cuali­
dades del sistema federalista.

• Capacidad de dar una respues[a más rápida y
precisa a las necesidades de la población.

• Posibilidad de adaptar la prestación de los servi­
cios y la ejecución de las inversiones públicas a las pre­
ferencias y capacidades de los residentes en cada estado.

• Ampliación de los espacios de participación
politica al contar los ciudadanos con una instancia cer­
cana a la que pueden acudir y que cuente con capaci­
dad para resolver los problemas

• Posibilidad de desarrollar mejor el potencial
económico de cada una de las regiones y de revertir
los procesos de concentración demográfica en la sede
de los poderes federales

• Profundización de la vida democrática y la ele­
vación en la transparencia de la gestión pública.

• Mayor eficiencia en el uso de recursos públicos.
• Solidaridad a favor del desarrollo de las regio­

nes más atrasadas.
• Posibilidad de dar cabida a las distintas expre­

siones étnicas y culturales que caracterizan a las regio­
nes del pais

Aunque la característica esencial de un sis­
tema federal de gobierno es la coexistencia
de autoridades federales y estatales, que se
reparten las competencias y funciones públi­
cas, al interior de los estados la célula básica
de organización política y social son los mu­
nicipios. Las atribuciones que corresponden
a ellos se encuentran establecidas, en gene­
ral, en la legislación interna de cada estado
(en México el artículo 115 constitucional les
señala competencias, asimismo el artículo 30.

los designa como ámbito de gobierno).
El otorgamiento, por medio de los esta­

dos, de mayores atribuciones a los gobiernos
municipales permite profundizar el régimen
federal acercando numerosas decisiones pú­
blicas a sus beneficiarios inmediatos, espe-
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cialmente en ámbitos como la prestación de
los servicios públicos urbanos y la planea­
ción del desarrollo en las ciudades.

México está constituido por municipios,
es así que las facultades y reconocimiento al
ámbito municipal deben crecer. Según se re­
conoce en nuestra Carta Magna la soberanía
es depositada en los tres ámbitos de gobier­
no por iguaL Así, los gobiernos federal, esta­
tal y municipal tienen depositada de igual
manera la soberanía popular.

Los gobiernos federal, estatal y munici­
pal, no se distinguen por niveles; no tienen
mayor nivel, representación o soberanía de­
positada uno u otro. La diferencia de uno y
otro son sus ámbitos de competencia. Así no
son niveles de gobierno como se definen a
éstos sino como ámbitos de gobierno.

Nuestro país ha experimentado -según
lo reconocen los diversos actores políticos
y económicos nacionales- todavía hasta hoy,
una fuerte concentración de las funciones
públicas en el gobierno federal, el cual ha
venido desarrollando acciones que podrían
asignarse a los estados y municipios sin ele­
var los costos de las mismas y mejorando
la aplicación de los recursos públicos en la
atención de las necesidades de la población.
Además, en muchas de las atribuciones de­
sempeñadas por los gobiernos locales se
puede percibir una participación federal que
no resulta conveniente y que, en numerosas
ocasiones, genera una uniformidad innece­
saria ya que pasa por encima de los requéri­
mientos y potencialidades de las regiones.

Concretamente puede observarse que
competencias tales como: educación superior,
salud, fomento y construcción de vivienda,
control y preservación ecológicos, infraestruc­
turas, carreteras, puertos, aeropuertos, trans­
portes, fomento económico (incluyendo los

disti ntos sectores economlCOs: agricul tura,
minería, industria, comercio, servicios, etcé­
tera) y construcción de infraestructuras para
servicios urbanos, están siendo desempe­
ñadas actualmente, de manera casi exclusi­
va, por el gobierno federal y podrían ser
trasladadas a los estados y municipios man­
teniendo diversas formas de cooperación y
coordinación con las autoridades federales.

Todo reglmen federal implica un arreglo
financiero entre los tres ámbitos de gobierno
que lo conforman. En nuestro país ha pre­
valecido, hasta ahora, el enfoque de que la
relación financiera básica que se establece
entre el gobierno federal, los estados y los mu­
nicipios es a través de la asignación de fuen­
tes impositivas a cada ámbito de gobierno y
la distribución de las participaciones, de ahí
que la mayor parte de las demandas de los go­
biernos locales busquen la reforma del fede­
ralismo fiscal a partir de la transferencia de
fuentes federales de ingreso y el incremento
de las participaciones en ingresos federales
hacia las entidades federativas y los munici­
pios.

Sin embargo, las relaciones financieras
intergubernamentales no se agotan con el
federalismo fiscal, pues en realidad compren­
den también los aspectos relacionados con el
gasto y la deuda pública, de ahí que tenga
que hablarse de una transformación del
actual federalismo fiscal hacia un nuevo fede­
ralismo hacendario, en el que además de Jos
aspectos del ingreso se analicen y discutan
los problemas derivados de los egresos y el
crédito públicos, considerando cada uno de
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estos tres aspectos no de un modo aislado
sino con todas sus interrelaciones e influen­
cias.

El federalismo fiscal, por tanto, tiene
una doble vertiente: por un lado, su aspecto
económico define los recursos y responsa­
bilidades con que cuenta cada ámbito de
gobierno y, por otra parte, a través de su ver­
tiente política define qué hace cada autori­
dad, qué poderes y responsabilidades le son
asignados.

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal
tiene (fes implicaciones fundamentales:

• La coordinación de los sistemas fiscales de los
tres órdenes de gobierno (que se ha dado fundamen­
talmente a partir del cobro de impuestos federales y la
suspensión de diversos impuestos estatales y munici­
pales).

• El establecimiento y distribución de las partici­
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debe resolver el federalismo fiscal de un país

es la distribución de los poderes tributarios
entre los distintos órdenes de gobierno, o
sea, asignar los impuestos entre las autori­
dades federales. estatales y municipales, de
modo que cada una de ellas cuente, en prin­
cipio, con fuentes impositivas propias que le
permitan obtener ingresos para financiar sus
gastos.

Los criterios para distribuir los impues­
tos entre los tres ámbitos de gobierno son
múltiples y atienden a consideraciones admi­
nistrativas, políticas y de eficiencia. En el
caso de México la coordinación de los sis­
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tar la concurrencia impositiva, es decir, de
evitar que dos o tres autoridades graven una
misma fuente tributaria. Este sistema ha signi­
ficado para los estados y los municipios una
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bución actual de impuestos es la siguiente:
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en México ha tenido éxito al evitarse la doble
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gobierno Federal conserva las de mayor dina­
mismo; así en los últimos años el gobierno
Federal recaudó en promedio el 97.5 por cien­
to, las entidades Federativas un 1 por ciento y
el 1.5 por ciento restante, los municipios. Esto
genera una dependencia total de las hacien­
das locales de las participaciones Federales.

La Ley de Coordinación Fiscal promulga­
da en 1980 intenta dar certidumbre en las
formas de cálculo y distribución de las parti­
cipaciones Federales. Apartir del año en que
fue promulgada, esta ley ha experimentado
diversas reformas que elevaron el porcentaje
de los ingresos Federales que se participan a
las entidades federativas y municipios. Asi
el Fondo General de Participaciones, que es el
mecanismo de transferencia más importan­
te, ha elevado sus recursos desde 13 por
ciento hasta incluso 120 por ciento de la
recaudación Federal participable; ésta se con­
Forma con la recaudación que el gobierno
federal obtiene por los impuestos ya señala­
dos, así como por los derechos sobre la extrac­
ción de petróleo y de minería.

Este Fondo General de Panicipaciones
se distribuye entre los 31 estados y el Distrito
Federal atendiendo a tres criterios 45.17 por
ciento se reparte de acuerdo con la gene­
ración de impuestos federales (los llamados
impuestos asignables), otro 45.17 por ciento
de acuerdo con la población y el restante
9.66 por ciento se otorga con un criterio
redistributivo, que busca beneficiar a las enti­
dades con bajas participaciones per cápita.

Además el Fondo General de Participa­
ciones presenta un incremento adicional del
1 por ciento de la recaudación Federal partici­
pable para alentar a los estados a coordi­
narse con el gobierno federal en materia de
derechos suspendiendo el cobro de diversos
ingresos locales, en especial las licencias mu­
nicipales para el funcionamiento de giros

comerciales, industriales y de servicios, el co­
bro de horas extraordinarias para los esta­
blecimientos comerciales y la tenencia de
anuncios en la vía pública Ala Fecha todas las
entidades eSlán coordinadas en materia de
derechos por lo que todas participan de este
incremento al Fondo GeneraL

Las entidades Federativas reciben tam­
bién un resarcimiento por la recaudación
que hasta 1989 realizaban de los impuestos
Federales a cargo de los contribuyentes suje­
tos a bases especiales de tributación.

Existe también una reserva de contin­
gencia conFormada con 0.25 por ciento de la
recaudación federal participable, la cual se
distribuye entre las entidades que han suFri­
do disminución en sus participaciones ocasio­
nadas por el cambio en la fórmula de partici­
paciones, realizado a partir de 1990, el que
ponderó más la variable poblacional en
detrimento del cálculo de coeficientes basa­
dos en los impuestos asignables.

Los municipios reciben un Fondo de
Fomento Municipal que alcanza 1 por ciento
de la recaudación Federal participable. Éste
se distribuye entre las 32 entidades Federati­
vas atendiendo al crecimiento que experi­
menta la recaudación en cada una, del im­
puesto predial y los derechos municipales de
agua potable. Estas aportaciones son adi­
cionales al 20 por ciento del Fondo General
que, en virtud de la propia Ley de Coordi­
nación Fiscal. los estados deben distribuir
estos recursos entre sus municipios.

Los municipios litorales y fronterizos por
donde se realiza el comercio exterior del país
reciben una participación adicional confor­
mada con 0.136 por ciento de la recau­
dación Federal participable También existe
otra participación adicional para los munici­
pios, por donde se realiza materialmente la
exportación de petróleo.
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Finalmente en aquellos municipios que
cuentan con puentes de peaje a cargo de
Caminos y Puentes Federales de Ingreso, se
constituye un fideicomiso con hasta el 50
por ciento de los ingresos brutos derivados
del puente aportando tanto el gobierno esta­
tal como el ayuntamiento correspondiente
cantidades iguales a las del gobierno federal.
Esos recursos se emplean en la construcción.
mantenimiento, reparación y ampliación de
obras de vialidad en los municipios donde se
ubican dichos puentes

Como resultado de la distribución de las
participaciones federales a los estados y mu­
nicipios, la proporción en que participa cada
ámbito de gobierno en los ingresos fiscales
del país queda como: gobierno federal, 82
por ciento; entidades federativas, 14 por cien­
to y municipios, 4 por ciento. En contraste,
en Estados Unidos estas proporciones son
49-27-24 y en Canadá 33-48-19.

El origen del Sistema Nacional de Coordi­
nación Fiscal (SNCF), como muchas otras
disposiciones hacendarias. es profundamen­
te centralista. Inclusive se ha dado una mayor
centralización con las reformas. Ya en 1925
se realiza la primera Convención Nacional Fis­
cal, la segunda y tercera se realizan en 1933
y 1947 respectivamente. Es hasta 1953 que
se crea la Primera Ley de Coordinación Fis­
cal entre la Federación y los Estados.

Convenios de Desarrollo Social

Los Convenios de Desarrollo Social (cbs)
constituyen también un instrumento de rela­
ciones intergubernamentales. Generan un
diverso cuerpo burocrático responsable del
mecanismo de transferencia de recursos
especiales. Opera sin una cabal vinculación
con el sistema básico de participaciones:
funciona a través de convenios anuales para

otorgar fondos a estados y municipios en la
aplicación de programas de desarrollo regio­
nal. Ello implica que estos programas se suje­
ten a lineamientos centrales muchas veces
ajenos a la realidad y a las necesidades lo­
cales o sociales y se relacionen con prácticas
c1ientelares. amén de tener una participación
limitada en los gastos totales de inversión del
gobierno federal.

Por otra parte la descentralización de
los programas del gobierno federal hacia los
estados funciona básicamente como trans­
ferencia de funciones, de personal y de limi­
tados recursos financieros a los gobiernos
estatales, pero tampoco toma en cuenta la
situación de los servicios locales (como es el
caso de la educación) que prestan los gobier­
nos estatales. Con este programa se con­
vierte a aquéllos en meros ejecutores de las
decisiones centrales limitando la partici­
pación en hechos fundamentales como la
planeación, normatividad. control y evalua­
ción de las tareas conferidas. Ello hace
urgente que este mecanismo de transferen­
cia se profundice a fin de que las estados y
municipios tengan participación directa en
las decisiones fundamentales así como en el
manejo de los fondos transferidos.

En este renglón entran los programas
de descentralización educativa y er materia de
salud iniciados el sexenio pasado. más ade­
lante se abordará con más amplitud este caso.

La actual estructura de federalismo fiscal
propicia la competencia y antagonismo entre
las propias entidades federativas pues se
hace aparecer que al incrementar sus partici­
paciones ello conduce a la reducción de los
ingresos de otras entidades federativas.

Debido al centralismo, las entidades fede­
rativas y los municipios deben aceptar las
decisiones de alcance nacional que dicta el
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Ejecutivo federal, en especial en materia de
política económica y social.

La fuene concentración de las funciones
públicas en el gobierno federal vulnera fun­
ciones que competen a los estados y munici­
pios. Tal es el caso de las políticas sobre recur­
sos naturales y la preservación ecológica así
como el fomento económico en sectores como
la agricultura, minería, industria, comercio,
servicios, educación y tributación fiscal.

En términos políticos, el actual federalis­
mo fiscal implica una articulación financiera
de los ámbitos de gobierno que se presta a
iniquidades, componendas y arreglos clien­
telares del gobierno federal. En términos
administrativos prevalece el enfoque de
una asignación de fuentes impositivas y la
distribución de panicipaciones a través de
un órgano rector central derivado del propio
gobierno federal en condiciones en las que,
evidentemente, la generación y captación de
la riqueza obedece a diversos órdenes loca­
les, regionales, sociales y económicos.

Ramo 33 ¿Nuevo instrumento federalista?

En el Presupuesto de Egresos de la Fede­
ración de 1998 se presentó un cambio im­
portante. Aestados y municipios no sólo se
otorgan las panicipaciones, sino que además
se añade un ramo del presupuesto de la
administración central, el ramo 33, en el que
se trasladan recursos para la educación (bási­
ca y normal), salud e infraestructura munici­
pal. Así, el total transferido a entidades féde­
rativas y municipios alcanza casi el 25 por
ciento del gasto total del gobierno puesto
que la cuana pane del gasto de la administra­
ción central es, en realidad, traslado al ramo
33 para su uso por las entidades. El renglón
de infraestructura municipal se ejercía ante­
riormente en el ramo 26, lo que significa

que sólo la educación y salud son un avance
en federalismo, pues estos recursos se ejer­
cían anteriormente desde el gobierno federal.

De conformidad con el Plan Nacional de
Desarrollo 1995-2000, dentro del marco que
favorece al llamado nuevo federalismo, se ins­
titucionalizó la figura de las aportaciones fede­
rales a entidades federativas y municipios. La
política social se ha enfocado prioritariamen­
te a la superación de la pobreza privilegian­
do la atención a grupos, comunidades y zo­
nas, que según ciertos criterios son las que
padecen los atrasos más graves, económica
y socialmente. Sin embargo este manejo fo­
calizado de la política social ha posibilitado el
manejo electoral de estos recursos.

A partir de 1997 se han realizado di­
versas reformas a la Ley de Coordinación Fis­
cal destacando dentro de estos aspectos de
la incorporación del capítulo Vdenominado
"De los Fondos de Aportaciones Federales";
particularmente en el artículo 25 del orde­
namiento legal citado se estableció que se
constituirían en beneficio de los estados, mu­
nicipios y el D.F., los fondos de Aponaciones
para Educación Básica y Normal; servicios
de salud; infraestructura social; para el forta­
lecimiento de los municipiOS y el Distrito Fe­
deral, así como el de Aponaciones Múltiples.

A partir de 1999, con las adiciones al
capítulo Vde la Ley de Coordinación Fiscal y
al Presupuesto de Egresos de la Federación
de 1999, se crean dos fondos más: el de
Aponaciones para la Educación Tecnológica
y de Adultos y el de Aportaciones para la
Seguridad Pública.

Debe analizarse cuidadosamente la exis­
tencia del ramo 33. En apariencia es un
avance en el proceso de federalización, es
decir, descentralizar acciones y transferir los
recursos necesarios para su cumplimiento.
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Sin embargo, debemos tomar en cuenta que
la educación y la salud son los dos rubros de
gasto más grandes del gobierno. La transfe­
rencia de estos rubros a los gobiernos estata­
les implica un cambio sustancial en la aparien­
cia de las cuentas públicas federales.

El gobierno federal ante la exigencia de
organismos internacionales, en el sentido
de equilibrar sus finanzas, ha optado por
reducir los gastos más que aumemar sus
ingresos. Durante el sexenio de Salinas de
Gortari los esfuerzos por modificar la apa­
riencia de las finanzas públicas fueron extre·
mas. Por ejemplo, a pesar de que se abrió por
completo el sistema financiero a la inversión
de cartera, ésta se siguió contabilizando como
un flujo de capital de largo plazo. Cón esto la
fortaleza financiera de la nación se maquilla­
ba. Asimismo, se modificó el sistema de con­
tabilidad del comercio exterior para incluir
a la industria maquiladora dentro de las expor­
taciones e importaciones, exagerando con ello
las cifras comerciales de nuestro país.

En esta lógica a partir de 1992 el gobier­
no federal inició un proceso de descentrali­
zación de la educación y la salud que le pero
mitiría llegar con facilidad a presupuestos
equilibrados por el rápido cambio al trasla­
dar a los estados y municipios los costos de
estos servicios pero no así los recursos com­
pleras. Con esta acción el gobierno federal
logró finanzas públicas sanas, pero los gobier­
nos estatales tuvieron que endeudarse para
seguir cubriendo estos servicios básicos. La
crisis de 1994-1995 golpeó de manera espe­
cial a los gobiernos estatales, pues se habían
endeudado de manera acentuada para cubrir
dichos servicios.

Este cambio en la forma de financiar las
acciones gubernamentales resulta extremada-

mente costoso. El gobierno federal tiene la
posibilidad de emitir bonos, moneda o en­
deudarse a tasas de interés razonables, pero
los gobiernos estatales sólo tienen acceso al
sistema bancario internacional, que acos­
tumbra a usar sobretasas de entre 6 y 8 pun­
tos porcentuales por encima del costo del
gobierno federal. El traslado de estas obliga­
ciones, con recursos incompletos, posibilitó
finanzas sanas para el gobierno federal pero
el costo global para la nación resultó muy
superior pues el financiamiento de estas
acciones gubernamentales fue a costo de la
banca comercial.

El ramo 33, en esencia, es una idea
correcta pues se descentralizan acciones que
deben estar en manos de los gobiernos es­
tatales y municipales, pero el que sea incom­
pleta la transferencia de recursos implica
incrementar los costos del déficit, dando
apariencia de sanidad en las finanzas nacio­
nales. El ramo 33 debe contar con recursos
suficientes para garantizar la operación sana
de los rubros de educación, salud e infraes­
tructura municipal.

En 1998 el ramo 33 maneja recursos
por casi 110,000 millones de pesos, la octava
parte del presupuesto federal. Este dinero se
distribuye en tres fondos de apoyo: a la edu·
cación básica, a los servicios de salud y asis­
tencia y a la infraestructura municipal. En el
caso de los dos primeros, que representan la
mayoría de los recursos (casi 100,000 millo­
nes de pesos), la operación no representa
mayor dificultad porque se trata de mantener
en operación tanto los servicios de educa­
ción como los de salud, que están ya defini·
dos, es decir, no se está gastando en amplia­
ción de servicios, sólo de gastos corrientes, y
aun así los recursos son insuficientes y se
recurre al endeudamiento, como se mencionó.
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El fondo para apoyar a la infraestructu­
ra municipal, que es de alrededor de 10,000
millones de pesos, establece un mecanismo
de distribución de recursos hacia los mu­
nicipios que trata de compensar a los más
pobres. Este mecanismo consta de varias
etapas. En primer lugar se deben conocer
los niveles, para cada municipio, de cinco
valores básicos: ingreso, educación prome­
dio, espacio en la vivienda, drenaje y electri­
cidad o combustible. La ubicación del mu­
nicipio en cada una de estas dimensiones de
bienestar es lo que determina la cantidad
de recursos que se les entregarán. En esencia
este mecanismo es el mismo que se aplica
en el Progresa, el programa contra la pobre­
za extrema, y ambos provienen del enfoque
del actual subsecretario de egresos, Santiago
Levy, quien ha realizado estudios sobre el
tema, incluso su tesis doctoral y estudios
posteriores, como los presentados en la serie
Lecturas del Trimestre, del Fondo de Cultura
Económica.

Definitivamente la idea de superación
de la pobreza es algo aceptado por todos,
pero la instrumentación del llamado com­
bate a la pobreza no necesariamente cumple
con el objetivo. dado el nivel de empobreci­
miento de la población en general, ya que se
han eliminado otros instrumentos de política
como los recientemente desaparecidos subsi­
dios horizontales. Así, se produce la llamada
joealización de la asistencia. Este manejo se
presta al c1ientelismo político y electorál,
tratando de resolver problemas inmediatos y
aparentes de la población en pobreza extre­
ma. sin atacar, claro está, los problemas es­
tructurales del modelo que ha creado más
pobres en la historia de nuestro país. Por otro
lado. al ser tan pequeños los recursos desti­
nados a este fin, es realmente dificil creer

que se pueda lograr el incorporar, así sea
paulatinamente. a los hogares en pobreza
extrema, menos aún a los municipios empo­
brecidos, a un mercado cada vez más com­
petitivo y turbulento.

La aplicación de este fondo dirigido a
los municipios ha creado controversias en
varios estados de la república. como el caso
de Puebla a principios de 1998. Es necesa­
rio definir reglas claras que permitan tomar
medidas reales de superación de la pobreza.

La potestad tributaria es uno de los ejes
del actual Sistema Nacional de Coordinación
Fiscal. Al adherirse a la coordinación fiscal las
entidades federativas han cedido práctica­
mente toda su potestad tributaria a la fede­
ración. En 1998 más del 96 por ciento del
ingreso fiscal nacional está bajo la potestad
tributaria de la federación. La importancia de
esto radica en que las entidades al ir recu­
perando su potestad tributaria podrán contar
con la posibilidad de utilizar un margen de
política fiscal como instrumento de política
económica, que les permita ser impulsores
del desarrollo local. Los avances en materia de
potestad tributaria tienen dos objetivos bási­
cos: la posibilidad de que los estados gene­
ren ingresos propios directos y otorgarles
facultades para que puedan tener un margen
para instrumentar una política fiscal y de
desarrollo de sus entidades.

La propuesta del Ejecutivo federal para
la Ley de Ingresos, la Ley de Coordinación
Fiscal y el Presupuesto de Egresos de la Fede­
ración para 1999, contiene una serie de
acciones parciales que quedan lejos de lograr
una reforma fiscal integral y de avanzar hacia
la construcción de un sistema nacional de
coordinación hacendaría.

En el paquete financiero propuesto por
el Ejecutivo no existe una recuperación real
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de la potestad tributaria para estados y mu­
nicipios; los recursos que se plantean con­
tinúan siendo controlados en su mayoría por
la Federación limitándose las facultades para
que sean ejercidos con libertad por las enti­
dades y los municipios; además se privilegia
el gasto en seguridad pública y el gasto social
pero en su renglón asistencial y focalizador,
que permite el ejercicio discrecional y clien­
telar por parte del Ejecutivo federal.

El Presupuesto de Egresos de la Fede­
ración y la Ley de Coordinación Fiscal presen­
tados por el Ejecutivo federal no representan
un avance en materia de federalismo fiscal,
pues la federación conserva la potestad tribu­
taria sobre más del 97 por ciento de la
recaudación nacional. En este paquete se
plantea otorgar a los estados de la Federación
la potestad sobre un nuevo impuesto al con­
sumo sobre las ventas finales del 2 por ciento.

Aunque ha sido una prioridad señalada
hace tiempo en la política fiscal, el paquete
propuesto no contempla acciones para
ampliar la base gravable de contribuyentes
y se inclina por la salida de gravar más a los
contribuyentes ya cautivos. La implemen­
tación del sistema de tributos compartidos y
el devolver potestades tributarias a los esta­
dos y facultades administrativas de recauda­
ción a los municipios, haría más eficiente la
recaudación y ampliaría la base de contribu­
yentes.

Según el paquete fiscal presentado· a la
Cámara de DipUtados, el monto de las parti­
cipaciones para estados y municipios crece
en 1999 por el incremento en la recaudación
federal participable, pero no por un incremen­
to en la distribución porcentual de la misma.
Así la Federación mantiene el 75 por ciento
de la recaudación.

En este paquete se pretende retroceder
en lo otorgado a los municipios al reducir el
Fondo de Aportaciones para los Municipios y
el Distrito Federal del 2.5 por ciento aprobado
en la Ley de Coordinación Fiscal al 1.5 por
ciento aprobado en los artículos transitorios
para 1998. Se plantea que este 1 por ciento
se reorientará para crear el fondo de aporta­
ciones para la seguridad pública

Las pc:rticipaciones en el paquete econó­
mico para 1999, presentado por el Ejecutivo
Federal, no contemplan ninguna modifica­
ción en términos de distribución porcentual
de la recaudación federal participable entre
los tres ámbitos de gobierno.

En materia de aportaciones la propuesta
del Ejecutivo federal no contempla ninguna
modificación sustancial a los fondos de apor­
taciones federales destinados a los munici­
pios, 10 más significativo es que propone
reorientar el crecimiento por el Fondo de
Aportaciones para los Municipios y el Distrito
Federal de 1 por ciento de la recaudación fe­
deral participable a partir de 1999 para crear
ese 1 por ciento en la creación de un nuevo
Fondo de Aportaciones para la Seguridad
Pública, que sea ejercido por los estados y el
Distrito Federal. Así en realidad, el Fondo de
Aportaciones para los Municipios y el Distri­
to Federal se mantiene en el 1.5 por ciento
de la recaudación federal participable.

1 ("' i J .
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Todas las teorías y estudios coinciden en que
los procesos de descentralización fiscal gene­
ran impactos positivos sobre el desarrollo
económico de los países que la llevan a la
práctica. Las diferentes fuerzas políticas en
nuestro país así lo advierten. Sin embargo,
los procesos de federalización en México
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están muy atrasados en comparación con
países de América Latina y, por supuesto
sumamente atrasados en relación con nues­
tros socios comerciales, Estados Unidos y
Canadá. Todo parece indicar que los factores
políticos intervienen en esto.

Los procesos de descentralización dota­
rían a los municipios y estados de mayor
poder y autonomía, de más control sobre sus
decisiones, incluso posibilitarían un eventual
control ciudadano de las actividades y gastos
gubernamentales en el caso del federalismo
fiscal.

En nuestro país se han confundido las
políticas de combate a la pobreza con las polí­
ticas de desarrollo regional, ya que la pobre­
za se ha hecho más aguda en el campo mexi­
cano, está delimitada geográficamente. Así
en el caso de México se han distribuido re­
cursos (como el ramo 33) del presupuesto
federal, de acuerdo con el nivel de pobreza,
considerando esto como un ejercicio federa­
lista. Lejos de eso se ha dado un manejo
politico y electoral de los recursos.

De ahí la necesaria reforma al federalis­
mo fiscal que considere prioritariamente las
actividades económicas y sociales locales, la
transferencia de las fuentes federales de ingre­
so y el aumento de las participaciones de los
mismos. Éstas deben manejarse en principio
con un enfoque retributivo y además con­
siderando la marginalidad y criterios de carác­
ter social, ello en un marco de homoge­
neización en la dotación de recursos, qúe
elimine un manejo clienrelar. con tintes elec­
torales.

Debe anotarse que el actual federalismo
fiscal deja de lado elementos fundamentales
como el de la deuda pública y los aspectos
relacionados con el gasto público. Por tanto,
la transformación actual de este sistema debe

conducir hacia un nuevo modelo que con­
temple en forma global cuando menos estos
tres tipos de elementos: los ingresos trans­
feridos a estados y municipios con un crite­
rio retributivo y social, los problemas implí­
citos de los egresos extraordinarios y el
problema de la deuda pública local.

El actual federalismo fiscal da facultades
absolutas del gobierno central. Por ejemplo,
la modificación de las tasas impositivas y los
tipos de gravamen dejan a los restantes ám­
bitos de gobierno en una situación de com­
pleta debilidad y de franca desventaja; pro­
duce un desequilibrio financiero y económico
dada la insuficiencia de los ingresos que
atiendan las necesidades de gasto. La impli­
cación directa es que conduce a los gobier­
nos locales al constante endeudamiento y, en
circulo vicioso, para abatirlo obliga a solicitar
apoyos financieros adicionales (ingresos
extraordinarios) al gobierno fede-ral. lo que
de nueva cuenta acentúa la dependencia de
los gobiernos locales.

El nuevo diseño del federalismo debe
eliminar los obstáculos a la autonomía
estatal y municipal. De nada sirve dotar de
amplias facultades y funciones a estados y
municipios, que hoy sólo tienden a estable­
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Las nuevas funciones y competencias pú­
blicas. El gobierno federal se haría cargo
del ámbito exterior y la seguridad nacio­
nal, asimismo de materias como la polí­
tica cambiaria, los mercados financieros,
los recursos naturales del subsuelo, las
telecomunicaciones, la política laboral y
el desarrollo sectorial y de servicios. Para
los gobiernos locales se reservaría la pres­
tación de servicios básicos, seguridad so­
cial, desarrollo regional, fomento econó­
mico e incentivos fiscales, entre otros. Para
ello es necesario el manejo propio de los
recursos financieros, tanto de los gene­
rados localmente como los de transfe­
rencia y las aportaciones federales.

Eliminar los candados y trabas que exis-
ten para la recepción y uso de los recursos. El
manejo y la distribución de los recursos ca­
nalizados a los estados y municipios requie­
ren un orden de plena autonomía en todos
los ámbitos.

Un nuevo y verdaderamente eficiente
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal Ha­
cendaria que otorgue trato equitativo a todos
los ámbitos de gobierno, que constituya un
verdadero instrumento para el diseño de
proyectos de desarrollo nacional de alcance
global pero bajo el principio de las necesi­
dades sociales y regionales y en el que cada
entidad promulgue su propia ley de coordi­
nación hacendaria.

Concretar la reconstitución de un ver­
dadero pacto federal que atienda a las nece­
sidades regionales, de estados y municipios,
la problemática social y el desarrollo de la
nación mexicana en su conjunto
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